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Asunto: Fiscalidad portuaria 

En julio de 2013, la Comisión envió un cuestionario a todos los Estados miembros sobre los sistemas 
portuarios y su fiscalidad con el fin de aclarar la situación de los puertos a la luz de las normas de la 
Unión relativas a las ayudas estatales. Desde entonces, sobre la base del cuestionario, la Comisión 
ha iniciado procedimientos formales relativos a la exención del impuesto de sociedades para los 
puertos de tres Estados miembros (los Países Bajos, Francia y Bélgica). La Comisión considera que 
esta exención del impuesto constituye una ayuda estatal, lo cual distorsiona la competencia. 

No obstante, los puertos europeos no son actores socioeconómicos como todos los demás. Las 
autoridades portuarias pueden en ocasiones realizar misiones públicas como operaciones de la 
policía de la navegación o garantizar un acceso adecuado a todos los operadores de transportes (en 
particular el dragado). También participan en el desarrollo económico y social de los territorios en los 
que desempeñan su servicio. Como pilares del mapa europeo de transportes, constituyen puntos de 
acceso y nudos intermodales, y desempeñan asimismo un papel decisivo en el suministro de bienes y 
energía a un país en su conjunto. En definitiva, esta inestabilidad jurídica y un enfoque país por país 
hacen que las perspectivas de inversión resulten mucho más complicadas para los puertos y las 
autoridades locales que los apoyan. 

Ante los hechos descritos,  

– ¿puede la Comisión ser más transparente por lo que respecta a los resultados del cuestionario 
enviado a los Estados miembros en julio de 2013? 

– ¿puede comprometerse a incorporar en su enfoque las características y las externalidades 
positivas de los puertos mencionados más arriba? 

Presentación: 13.3.2017 
Transmisión: 15.3.2017 
Plazo límite: 22.3.2017 


